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«De cara a la resolución del asunto bajo examen, la Sala ha de destacar
algunos aspectos propios del debido proceso, derivados de la figura del
allanamiento a cargos en la audiencia de formulación de imputación. A
partir de ello, han de comprenderse, por una parte, los límites y el contenido
del control judicial aplicable a dicha forma de terminación anticipada del
proceso; por otra, las problemáticas planteadas por el censor.

Al tenor del art. 286 del C.P.P., la formulación de la imputación es el acto a
través del cual la Fiscalía General de la Nación, en audiencia ante el juez de
control de garantías, comunica a una persona su calidad de imputado. Para
llevar a cabo dicho acto, en lo sustancial, el fiscal deberá contar con
elementos materiales probatorios con base en los cuales sea dable inferir
razonablemente que el indiciado puede ser autor o partícipe del delito que
se investiga (art. 287 ídem).

En el marco de la imputación, dichos medios de conocimiento -elementos
materiales probatorios, evidencia física o información legalmente obtenida-,
pese a ser el soporte material de la inferencia de autoría o participación, no
deben ser descubiertos al imputado ni a la defensa por parte del fiscal, quien
tampoco ha de dar traslado de los mismos al juez de control de garantías
(art. 288-2 C.P.P.). Esto, sin perjuicio de lo requerido para solicitar la
imposición de medida de aseguramiento.

[…]

Ahora, de acuerdo con el art. 293 del C.P.P., si el imputado por iniciativa
propia acepta la imputación, se entenderá que lo actuado es suficiente como
acusación. En consecuencia, la Fiscalía adjuntará el escrito que contiene la
imputación -equivalente a la acusación-, que será enviado al juez de
conocimiento. Examinada por éste para determinar que la aceptación de
culpabilidad es espontánea, libre y voluntaria, procederá a aceptarla sin que
a partir de entonces sea posible la retractación de alguno de los
intervinientes y, enseguida, convocará a audiencia para la individualización
de pena y sentencia.



La retractación por parte de los imputados que acepten cargos, añade el
parágrafo de la norma, sólo será válida siempre y cuando se acredite que se
vició su consentimiento o que se violaron sus garantías fundamentales.

En estos casos se trata de una forma de composición del conflicto en la cual
el juez interviene apenas de manera adjetiva, para vigilar que no se
traspasen los límites mínimos de legalidad y a fin de garantizar el respeto
de los derechos fundamentales de los intervinientes (CSJ AP 7 may. 2014,
rad. 43.523).

El control de legalidad aplicado por el juez de conocimiento recae, por una
parte, sobre el acto mismo de aceptación de responsabilidad, a fin de
verificar que éste sea expresión de la autonomía de la voluntad. Así, el art.
131 del C.P.P. preceptúa que al funcionario judicial le corresponde verificar
si el allanamiento es producto de una decisión, libre, consciente, voluntaria,
debidamente informada y asesorada por la defensa. Por otra parte, el
mencionado control comprende una labor de supervisión sobre el respeto de
las garantías fundamentales en cabeza del acusado.  Sobre el particular, la
jurisprudencia (CSJ SP 20 nov. 2013, rad. 39.834) tiene dicho que:

no es posible sustraerse de la aceptación de responsabilidad a menos
que, como la propia norma lo prevé, concurra un vicio en el
consentimiento del procesado o se transgredan sus garantías1, según
se extrae del parágrafo del artículo 293 de la Ley 906 de 2004,
insertado por la Ley 1453 de 2011, el cual debe interpretarse en
armonía con el artículo 351 del mismo estatuto procedimental, que al
regular lo concerniente a las modalidades de aceptación de cargos en
su inciso cuarto, precisa que éstas imponen su aprobación por parte
del juez de conocimiento, salvo que se desconozcan o quebranten
garantías fundamentales.

Dicho parágrafo ya fue objeto de estudio por parte de esta
Corporación2, concluyendo que es posible deshacer la aceptación de
responsabilidad en cualquier momento y solo en las dos hipótesis
indicadas por la norma, esto es, consentimiento viciado o
desconocimiento de garantías, con la carga para quien lo aduce de
demostrar que efectivamente se configuró alguna de estas dos
situaciones invalidantes, de modo que cada una de las cuales haya
determinado por sí sola, la aceptación de los cargos y la consecuente
renuncia al derecho a la no autoincriminación.

Rigiendo entonces un principio legal de irretractabilidad, si la alegación de
culpabilidad fue efectuada libre, consciente, voluntaria y espontáneamente

1 CSJ SP 28 ago. 2013, rad. 41.295.
2 CSJ SP 13 feb. 2013, rad. 40.053.



ante el juez de control de garantías sólo habría lugar a improbar el
allanamiento o a admitir una excepcional dimisión por el procesado si su
consentimiento para aceptar la responsabilidad penal por los cargos
formulados se hallare viciado por error, fuerza o dolo (cfr. CSJ SP 15 may.
2013, rad. 39.025 y CSJ SP 20 nov. 2013, rad. 39.834).

La imposibilidad de retractación es una limitación justificada en pro de
materializar una debida administración de justicia penal abreviada.3Entre
otras consecuencias, el allanamiento a cargos entraña la renuncia del
imputado a ser juzgado públicamente (art. 250-4 de la Constitución), así
como a las prerrogativas inherentes a este derecho fundamental. Ello se
extracta del art. 8º lits. b), j) y k) del C.P.P. Quien acepta la imputación no
sólo se autoincrimina, sino que desiste a solicitar pruebas y controvertir las
que se alleguen en su contra, a tener un juicio público, oral, contradictorio,
concentrado, imparcial y con inmediación de las pruebas, en el cual pueda,
si así lo desea, por sí mismo o por conducto de su defensor, interrogar en
audiencia a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de testigos o
peritos que puedan arrojar luz sobre los hechos objeto de debate.

Si no se acredita ningún vicio del consentimiento en la aceptación de
culpabilidad ni la vulneración de garantías fundamentales, al juez de
conocimiento le corresponde dictar sentencia. Y en ese acto ha de
garantizarse que en la declaración de responsabilidad penal, fundada en la
admisión de ésta por el acusado, no se afecte indebidamente la presunción
de inocencia (art. 29 inc. 4-1 de la Constitución). Entre otros aspectos, esta
prerrogativa implica que, para proferir sentencia condenatoria, deberá
existir convencimiento de la responsabilidad del acusado, más allá de toda
duda (arts. 7º inc. 3º y 381 del C.P.P.). Y para lograr tal estándar de
conocimiento no es suficiente el simple allanamiento a cargos, pues la
declaración de responsabilidad ha de soportarse en una verificación
probatoria lato sensu, que garantice que la presunción de inocencia que
cobija al acusado fue desvirtuada con suficiencia.

Por consiguiente, es garantía fundamental de quien acepta la imputación -
sin ningún vicio en su consentimiento y en un marco de respeto de sus
derechos- que la consecuente sentencia condenatoria que se dicte en su
contra esté fundada en medios de conocimiento que, junto a su admisión de
culpabilidad, acrediten la materialidad de la infracción y la responsabilidad
delictiva.

3 Sobre el particular, en la SP 8 jul. 2009, rad. 31.280, expuso la Sala: “en respeto al principio de la buena fe,
a la lealtad procesal y para ofrecer seguridad al sistema acusatorio, en los casos en que el procesado renuncia
a sus garantías para admitir su compromiso penal rige el principio de irretractabilidad el cual lo inhibe para
revocar expresa o tácitamente los términos del allanamiento o el acuerdo, ora para deshacerlos o modificarlos,
no de otra forma se desdibujaría el propósito de la política criminal de lograr una rápida y eficaz
administración de justicia”.



Al respecto, mediante la SP 8 jul. 2009, rad. 31.280, la Sala puntualizó:

Ese control judicial del allanamiento o del acuerdo no se cumple con
una simple revisión formal. No basta con constatar la libertad y
voluntad a través del simple interrogatorio al procesado, la labor del
juez como garante y protector de los derechos humanos debe ir más
allá verificando que las garantías fundamentales se hayan preservado,
dentro de las cuales, obviamente, se encuentran, entre otras, la
legalidad, estricta tipicidad y el debido proceso.

Aparejado a ello, si bien por esa misma asunción temprana de la
responsabilidad penal, no se cuentan con suficientes elementos
probatorios, pues precisamente la economía por no adelantar el juicio
es la que se le premia al procesado con la rebaja punitiva, es claro que
tal admisión de culpabilidad debe contar con un grado racional
de verosimilitud.

Y siendo los elementos materiales probatorios, la evidencia física y la
información legalmente obtenida el medio de articular -en el procedimiento
abreviado- los hechos con el derecho, es claro que ese control racional de
verosimilitud supone la incorporación de aquéllos a la actuación, para ser
valorados por el juez de conocimiento. Sobre el particular, ha expuesto la
Corte (CSJ SP 19 oct. 2006, rad. 25.724):

En el sistema de enjuiciamiento criminal implementado por la Ley 906
del 2004 es claro que solo pueden ser consideradas como pruebas y,
por ende, servir de soporte a las providencias judiciales, aquellas que
hayan sido debidamente presentadas y sometidas al debate en el
juicio oral, pues en virtud del principio de inmediación, previsto en su
artículo 379, el Juez deberá tener en cuenta como pruebas
únicamente las que hayan sido practicadas y controvertidas en su
presencia...

En esas condiciones, en supuestos como el presente, en donde los
cargos son aceptados en la audiencia de formulación de la
imputación, evidentemente ningún medio de prueba se practica
delante del juez, por la exclusión obvia del juicio oral. En esos eventos,
en consecuencia, la sentencia puede fundamentarse en aquellos
elementos recaudados por la fiscalía siempre que hayan sido
incorporados legalmente a la actuación.

La jurisprudencia constitucional (sent. C-1260 de 2005), a la hora de
analizar la compatibilidad de la renuncia a los derechos a la no
autoincriminación y al adelantamiento del juicio en los términos
establecidos en el art. 8º lit. l) del C.P.P. con la Constitución, destacó la



necesidad de que la condena dictada en virtud de aceptación de culpabilidad
esté soportada en medios de prueba:

Lo anterior, por cuanto aceptados por el procesado los hechos materia
de la investigación y su responsabilidad como autor o partícipe, y
existiendo en el proceso además suficientes elementos de juicio
para dictar sentencia condenatoria, se hace innecesario el
agotamiento de todas y cada una de las etapas del proceso, por lo que
procede dictar el fallo sin haberse agotado todo el procedimiento, a fin
de otorgar pronta y cumplida justicia, sin dilaciones injustificadas,
según así también se consagra en el artículo 29 de la Constitución
resulta obvio afirmar que la aceptación, además de voluntaria, es
decir, sin presiones, amenazas o contraprestaciones, debe ser cierta
y estar plenamente respaldada en el material probatorio
recaudado. El funcionario competente, en cada caso, puede
desvirtuar la confesión, por existir vicios en el consentimiento del
implicado, por pruebas deficientes, por error, fuerza, o por cualquiera
otra circunstancia análoga que aparezca probada en el proceso.

En ese entendido, incluso en el procedimiento abreviado derivado de la
aceptación unilateral o preacordada de culpabilidad, el juez de conocimiento
está en el deber de valorar en conjunto los medios de prueba, los elementos
materiales probatorios y la evidencia física (art. 180 C.P.P.), a fin de
acreditar con suficiencia que existe convencimiento más allá de toda duda
para condenar (art. 381 ídem). Esa es la comprensión fijada por la
jurisprudencia constitucional (C-1195 de 2005) al afirmar que “el juez sólo
puede imponer condena al imputado cuando establezca con certeza estos
elementos estructurales del delito […] En caso contrario, quebrantaría el
principio constitucional de legalidad”.

Ahora bien, tratándose de aceptaciones de cargos en la formulación de
imputación, la incorporación de los elementos materiales probatorios habrá
de ser concomitante a la presentación del escrito contentivo de la misma -
que se entiende equivalente a la acusación (art. 293 C.P.P.)- ante el juez de
conocimiento. Ello, conforme al mandato previsto en el art. 142-2 ídem,
según el cual es deber del fiscal suministrar, por conducto del juez de
conocimiento, todos los elementos probatorios y evidencia física e
información de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al
acusado. Éste, al tenor del art. 125-3 ídem, además, tiene derecho a que su
defensor, en el evento de una acusación, conozca todos los elementos
probatorios, evidencia física e informaciones de que tenga noticia la Fiscalía
General de la Nación, incluidos los que sean favorables al procesado.

En esos términos, la incorporación de los medios de conocimiento a la
actuación no sólo es presupuesto material para que el juez pueda dictar
sentencia condenatoria, si la valoración de aquéllos junto a la aceptación de



culpabilidad acredita la materialidad de la conducta y la responsabilidad
penal del acusado (art. 9º del C.P. y 381 del C.P.P.), sino que es necesaria a
fin de garantizar el derecho de todo imputado a conocer las pruebas que se
invocan en su contra (art. 8 lit. j del C.P.P.).

No obstante, la prerrogativa de conocimiento de las “pruebas”, en eventos de
aceptación unilateral o preacordada de culpabilidad, no significa que la
defensa -tanto material como técnica- esté habilitada para controvertirlas.
Por una parte, debido a que, como se expresó con antelación (supra num.
4.1.2), la renuncia al juicio entraña el desistimiento a la actividad4 y
contradicción probatorias; por otra, en la medida en que el cuestionamiento
de las premisas fácticas que, habiendo sido aceptadas como ciertas,
fundamentan la decisión condenatoria, tácitamente se estaría presentando
una retractación del allanamiento, lo cual -salvo eventualidades de vicios en
el consentimiento o conculcación de garantías- está proscrito legalmente.

Una vez aceptado, reitérase, el allanamiento es irretractable. Por
consiguiente, la declaratoria de responsabilidad penal en él fundamentada
no se puede confrontar, entre otras posibilidades, por la vía del ejercicio de
los recursos, a fin de lograr una absolución mediante críticas probatorias
tendientes a modificar los enunciados que, haciendo parte de la imputación
fáctica, fueron admitidos por el imputado que se allana, pues ello atenta
contra el principio de irretractabilidad.

Bajo esa línea de pensamiento, mediante el AP 28 ago. 2013, rad. 39.5665,
la Sala ha sostenido que:

en la hipótesis en que el incriminado acepta la imputación -por
allanamiento o preacuerdo en alguna de las oportunidades que la ley
procesal auspicia el mismo-, las propias normas rituales han excluido
la posibilidad de la retractación y por consiguiente, no dan vía a
discrepar con la sentencia mediante la incoación de los
recursos, cuando es emitida congruente con dicha expresión
libre, consciente, voluntaria y plenamente garante de los
derechos fundamentales, con asistencia de su abogado defensor.

[…]

4 Sobre ese particular, mediante el AP 27 jun. 2012, rad. 38.911, la Sala clarificó, en un caso donde tardíamente
se acreditó que el procesado se encontraba en estado de inimputabilidad al momento de cometer los delitos, que
el principio de irretractabilidad que gobierna las aceptaciones de culpabilidad imposibilita formular reparos
respecto a la práctica de pruebas y el consecuente adelantamiento de un juicio, pues la esencia de esa aceptación
unilateral de voluntad o de la bilateral propia del acuerdo es que, a cambio de la reducción de pena u otros
beneficios procesales, el imputado y su defensor renuncian a controvertir ese tipo de aspectos.

5 Postura expuesta en múltiples decisiones, entre otras,  AP 27 jun. 2012, rad. 38.911; AP 17 oct. 2012, rad.
33.145; AP 28 ago. 2013, rad. 41.419; SP 20 nov. 2013, rad. 39.834 y AP 31 ene. 2017, rad. 49.411.



Restringida por tanto la viabilidad de impugnar una sentencia que ha
culminado como efecto de allanamiento a la imputación o preacuerdo
con la Fiscalía, con estricta exclusividad a aquellas hipótesis de
violación de garantías, es muy claro que cuando el incriminado
renuncia al juicio oral, bajo el entendido que dicha solución pactada
en procura de obtener una rebaja punitiva ha sido la resultante de
que el indiciado sopese directamente el grado de compromiso que
tiene frente al delito, esto es, que dada la valoración de su propia
situación frente a la imputación delictiva que se le hace y la
conveniencia de asumir las consecuencias penales del mismo en
forma anticipada o acelerada, ello apareja, entre otros efectos, que la
declaración de su responsabilidad no se defina en un juicio oral y
abierto con debate probatorio, pues es bien sabido que la decisión no
se funda en pruebas, bajo el técnico sentido que la esquemática
procesal de la Ley 906 de 2004 ha contemplado, sino en lo que se
denomina elementos materiales probatorios, evidencia física e
informes compilados por la Fiscalía.

Bien se ha resaltado el carácter vinculante que tiene el allanamiento
o acuerdo para el juez y para los sujetos procesales, de manera que si
la sentencia se aviene al mismo y no hay quebranto de garantías,
resulta inaceptable retractarse a través del empleo de los
recursos ordinarios y extraordinario de casación por carecerse
de interés  jurídico para ello.

En esa dirección, la Sala ha puntualizado que una forma de retractación
tácita del allanamiento se da por la vía del derecho ejercicio del derecho de
impugnación, cuando se discuten aspectos que, con énfasis en lo fáctico,
tienen que ver con las categorías sustanciales de las cuales depende la
afirmación de la responsabilidad penal. Sobre el particular, mediante el AP
31 ene. 2017, rad. 49.411, textualmente expuso la Corte:

Impera recordar que mediante un preacuerdo el procesado aceptó en
forma libre, consciente y voluntaria su responsabilidad frente al delito
comunicado por el ente investigador, razón por la que una vez
verificado por el Juez de Conocimiento la incolumidad de los derechos
de la parte pasiva de la acción penal, como ocurrió en este evento, es
improcedente la retractación de ese acto unilateral.

En efecto, constituye presupuesto para recurrir la decisión judicial
que el sujeto procesal haya sufrido un perjuicio en su situación
jurídica con la misma, de ahí que si al procesado se le han atendido
sus pretensiones, como cuando el fallo se dicta con apego a los cargos
aceptados mediante el allanamiento a los mismos en cualquiera de las
oportunidades que este puede presentarse, o con sujeción a los



acuerdos realizados en la llamada justicia consensuada, no es
admisible que luego pretenda cuestionar los aspectos de
tipicidad y responsabilidad penal que de manera libre y
voluntaria aceptó.

Diferente es que, en el ejercicio de control sobre el respeto de garantías
fundamentales, se detecten situaciones objetivas que, sin modificar los
enunciados fácticos que por virtud del allanamiento se entienden admitidos
por el acusado, comportan una evidente imposibilidad de declarar la
responsabilidad, en los términos exigidos por el derecho penal sustantivo
(art. 9º inc. 1º C.P.). Por ejemplo, cuando la conducta atribuida al procesado
deviene atípica o carece de antijuridicidad en sentido material.

En tales eventualidades, la jurisprudencia ha reconocido la vulneración del
debido proceso en su componente de legalidad, en tanto garantía
fundamental. No obstante, por tratarse de un aspecto objetivo que
imposibilita la emisión de una sentencia condenatoria, la Sala ha
determinado que la solución adecuada para el restablecimiento de tal
prerrogativa ius fundamental no es la nulidad, sino la emisión de un fallo
absolutorio.

Al respecto, en la SP 8 jul. 2009, rad. 31.531, en un caso donde un imputado
por porte de estupefacientes fue condenado en virtud de allanamiento, pese
a que la droga que llevaba consigo estaba destinada para su uso personal,
la Corte estableció que la conducta no comportaba antijuridicidad en
sentido material6, razón por la cual dictó sentencia absolutoria.

En esa oportunidad, la Sala puso de presente que la renuncia al juicio y a
las garantías a éste inherentes de ninguna manera implica el desistimiento
de las demás prerrogativas en cabeza de quien es procesado penalmente,
así sea por la vía del procedimiento abreviado, activado por la vía de la
aceptación de culpabilidad:

Así mismo, cuando se trate de la protección de garantías
fundamentales de repercusiones sustanciales que se hubieran
materializado como errores in iudicando, la Sala Penal de la Corte,
cuando se trate de sentencias anticipadas que se impugnen en vía
extraordinaria deberá casar la sentencia ya sea de manera rogada u
oficiosa como aquí se hace al encontrar que la violación se ha
materializado de manera evidente.

Pueden darse los casos, por ejemplo, entre otros: que la sentencia
anticipada se hubiera proferido con violación al principio de derecho

6 Dicha postura, desde la perspectiva dogmática, fue modificada por la Sala para adoptar la solución de ausencia
de responsabilidad por atipicidad de la conducta. Cfr. CSJ SP 6 abr. 2016, rad. 43.512.



penal de acto, al principio de legalidad del delito o de la pena o del
principio de favorabilidad sustancial, por violación del principio de
prohibición de analogía in malam partem, por desconocimiento del
principio de cosa juzgada y del non bis in ídem, o en la que se hubiera
consolidado una violación manifiesta por indebida aplicación
sustancial referida a la adecuación del injusto típico, formas de
participación o de las expresiones de culpabilidad atribuidas, o por
menoscabo del principio antijuridicidad material y ausencia de
lesividad, como es el caso concreto, o del principio de culpabilidad
subjetiva en la que se evidencie una ausencia de responsabilidad
penal dada la presencia de alguna de las causales que la excluyen y
se hubiese condenado con criterios de responsabilidad objetiva o por
desconocimiento del principio de in dubio pro reo.

En las sentencias anticipadas proferidas tras la vía de la política del
consenso, esto es, de los preacuerdos y negociaciones o al declararse
culpable al inicio del juicio oral, exclusivamente se renuncia por parte
del imputado o acusado a los ejercicios de prácticas de prueba y de
contradicción probatoria, pero no se renuncia a ninguno de los
derechos y garantías fundamentales de lo debido sustancial y debido
probatorio (necesidad, licitud, legalidad de la prueba), postulados que
en un Estado constitucional, social y democrático de Derecho de
manera imperativa deben ser objeto de protección, máxime al haberse
concebido a la casación penal como un control de constitucionalidad
y legalidad de las sentencias de segundo grado, de nomofilaxis, sede
extraordinaria por excelencia en la que tiene espacio y cabida por
sobre todo la prevalencia del derecho sustancial, principio
constitucional que sin excepciones se proyecta aplicativo tanto a las
sentencias que hubiesen terminado de manera normal como las
anticipadas.

Tal solución -restablecer la garantía fundamental conculcada mediante
sentencia de reemplazo, sin anular la actuación- se ha adoptado en
situaciones similares, en las cuales, por ejemplo, se vulneró el principio de
legalidad por haberse dictado una condena -con allanamiento a cargos- por
dos delitos pese a configurarse un concurso aparente (cfr. CSJ SP 14 ago.
2012, rad. 39.160).7

7 En esa oportunidad, adujo la Sala: “En principio, el incumplimiento de este deber le representaba a la Corte en
casación decretar la nulidad, en el entendido de que la actuación correcta por parte del juez era rechazar en
todos los casos el consenso o la declaración unilateral ante la imposibilidad de dictar sentencia en los términos
aceptados. Sin embargo, todo error de juicio que signifique la vulneración de una garantía judicial podrá
subsanarlo esta Corporación casando la decisión impugnada y dictando la de remplazo, que incluso puede ser
una absolución”.



Recapitulando, la resolución de los problemas planteados en la censura ha
de abordarse a la luz de las siguientes premisas: i) en la imputación no hay
descubrimiento ni incorporación de elementos materiales probatorios, como
tampoco ninguna forma de actividad y contradicción probatoria; ii) es con
la presentación del registro de la imputación con allanamiento -que equivale
al escrito de acusación-, ante el juez de conocimiento, que el fiscal debe
aportar los medios de prueba que, junto a la aceptación de culpabilidad, han
de ser valorados por el juez para fundamentar su decisión; iii) el control
judicial aplicable al allanamiento se limita verificar que la admisión de
responsabilidad no esté afectada por vicios del consentimiento y que no se
hayan vulnerado garantías fundamentales; iv) aceptado el allanamiento -por
haberse constatado la inexistencia de vicios o afectación de garantías- no es
dable retractarse de él expresa ni tácitamente; v) la renuncia al juicio
mediante la aceptación de culpabilidad implica desistir de la actividad y
contradicción probatorias; vi) por la vía de los recursos no es dable plantear
controversias dirigidas a modificar los enunciados de hecho que constituyen
la imputación -fáctica- aceptada por el imputado y vii) a fin de materializar
la protección del debido proceso -en su componente de legalidad- el juez
puede absolver si hay imposibilidad objetiva de que los hechos satisfagan
las categorías sustanciales necesarias para predicar la responsabilidad
penal (at. 9 inc. 1º C.P.)».

NORMATIVIDAD APLICADA

Constitución Política, arts. 29 y 250-4
Ley 599 de 2000, art. 9
Ley 906 de 2004, arts. 7, 8 lits. b), j) y k), 125-3, 131, 142, 180, 286, 287,
288, 293, 381


